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Esta es una traducción al español del informe “Una 
década de resistencia: Diez años informando sobre el 
activismo por la tierra y el medio ambiente alrededor 
del mundo”, publicado originalmente en inglés el 29 de 
septiembre de 2022. En caso de discrepancias o falta de 
claridad, consulte la versión original en inglés.

Este informe contiene algunas citas de artículos de 
prensa, documentos y fuentes que han sido traducidos 
al inglés del español. Todos están claramente indicados 
en las referencias.
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Este informe y nuestra campaña están dedicados a todas aquellas personas, comunidades y 
organizaciones que valientemente están tomando una posición para defender los derechos 
humanos, su tierra y nuestro medio ambiente. En 2021, 200 personas fueron asesinadas por 
hacerlo. Recordamos sus nombres y celebramos su activismo.
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Prefacio de la Dra. Vandana Shiva

Podría decirles que tres personas mueren cada semana 
alrededor del mundo mientras intentan proteger su tierra 
y su medio ambiente de las fuerzas extractivas. Podría 
contarles que esto ha estado sucediendo durante décadas 
y que el número de asesinatos en los últimos años ha 
llegado a más de 200 cada año. Además, podría decirles, 
como lo hace este informe, que solo en el último año fueron 
asesinadas otras 200 personas defensoras. Pero estos 
números solo se hacen tangibles cuando escuchamos los 
nombres de algunas de las personas que murieron.

Marcelo Chaves Ferreira. Sidinei Floriano Da Silva. José 
Santos López. Cada uno de ellos fue una persona amada 
por su familia, su comunidad. Jair Adán Roldán Morales. 
Efrén España. Eric Kibanja Bashekere. Cada uno de ellos era 
considerado prescindible en aras de la ganancia. Regilson 
Choc Cac. Osa Bhima. Ángel Rivas. Cada uno fue asesinado 
defendiendo no solo sus propios lugares preciados, sino 
también la salud del planeta que compartimos.

Es importante imaginar a estas víctimas como las 
personas reales que son. Es más fácil para mí. Toda mi 
vida he estado rodeada de personas defensoras de la 
tierra y del medio ambiente y, de hecho, soy una de ellas. 
Comenzó para mí en el Himalaya de Garhwall en la India, 
donde mi padre era conservador forestal y mi madre 
agricultora. La tala industrial estaba destruyendo el 
ecosistema en el que nosotros, como humanos, estamos 
entrelazados. Sabíamos, íntimamente, que el valor del 
bosque del Himalaya no se encontraba en el precio de 
su madera, sino en la forma en que su extraordinaria y 
abundante diversidad sustenta todas las formas de vida, 
incluida la nuestra. Y así nos pusimos en el camino de los 
deforestadores comerciales.

Al hacerlo, no solo nos estábamos poniendo en peligro. 
Nos enfrentábamos a todo un paradigma: una forma de 
ver la naturaleza como algo que no debe ser apreciado y 
protegido, sino conquistado y sometido. Esta perspectiva 
tiene sus raíces en las revoluciones industriales 
occidentales del siglo XIX, o incluso más atrás, en la teoría 
científica de la llamada “Ilustración” occidental. Resulta 
relevante que esta postura haya nacido en Occidente. 
Tal y como se evidencia en este informe, casi todas las 
personas defensoras del medio ambiente y de la tierra 
asesinadas son del Sur Global. Sin embargo, no es el 
Sur Global el que cosecha las supuestas “recompensas” 
económicas de toda esta violencia.

La verdad final y más triste es que este paradigma nos ha 
llevado al borde del colapso. No solo estamos frente a una 
emergencia climática. Estamos a las puertas de la sexta 
extinción masiva, y estas defensoras son algunas de las 
pocas personas que se interponen en el camino. No solo 
merecen protección por razones morales básicas. El futuro 
de nuestra especie y de nuestro planeta depende de ello.

Por eso es tan importante apoyar el llamamiento 
realizado por Global Witness en este informe, para que 
se brinde protección real a quienes se encuentran en la 
primera línea de esta catástrofe ecológica y humanitaria. 
Estas son las personas que entienden, en el nivel 
más profundo, cómo el destino de la humanidad está 
entrelazado con el destino de los lugares naturales que 
defienden. Es por eso que están dispuestas a arriesgarlo 
todo para defenderlos y por lo tanto, más que nadie, 
merecen protección.

Eso significa que los gobiernos nacionales y 
supranacionales se comprometan a denunciar e investigar 
estos asesinatos y, en última instancia, condenar a los 
culpables ante la justicia. Significa que los gobiernos 
garanticen la protección de las personas defensoras, 
incluyendo la denuncia y la investigación de sus asesinatos 
como medio para acceder a la justicia. Significa que las 
empresas aseguren que sus operaciones no causen daños. 
Y, por supuesto, significa que todas y todos nosotros 
continuemos arrojando luz sobre estas historias, no solo 
para recordar a quienes han caído, sino para continuar con 
su importante labor al contarle al mundo exactamente por 
qué están muertas.

En 2021, 200 personas fueron asesinadas protegiendo 
sus hogares y sus derechos. Les invito a leer sus nombres. 
Honrar a los muertos con su atención. Para enojarse en su 
nombre, y luego actuar.

La Dra. Vandana Shiva, influyente científica, activista y escritora, ha 
luchado durante décadas por la protección de la diversidad biológica 
y cultural. Everett Collection Inc / Alamy Stock Photo
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Chut Wutty, caminando por la provincia de Koh Kong. Wutty fue un destacado activista camboyano contra la tala de árboles que  ayudó a exponer 
una venta  estatal  encubierta de parques nacionales. Recibió un disparo mortal el 25 de abril de 2012 en una remota provincia del suroeste. 
REUTERS / Alamy Stock Photo

Mensaje de nuestro Director Ejecutivo,
Mike Davis

Hace casi exactamente diez años, estaba en una reunión 
en nuestra oficina en Londres. Una colega vino y me 
pidió que saliera para darme un mensaje, pero luchaba 
por pronunciar las palabras que quería expresar. Me 
preocupé. Cuando finalmente pudo hablar, me enteré de 
que uno de mis antiguos colegas en Camboya, miembro 
del equipo del que formé parte unos años antes, había 
sido asesinado.

Ese antiguo colega era un hombre llamado Chut Wutty. 
Cuando él y yo trabajamos juntos en Camboya, él estaba 
investigando la tala ilegal. Debido a las amenazas a 
nuestro personal local (en represalia a sus esfuerzos 
por proteger a las personas defensoras de los bosques), 
tuvimos que cerrar nuestra oficina. Fue así como Wutty 
formó su propia organización. Inesperadamente, se había 
convertido en un líder para los activistas comunitarios 
que intentaban preservar sus bosques, que también eran 
sus hogares y sus medios de vida. Ahora Wutty estaba 
muerto, alcanzado por una bala disparada durante 
un enfrentamiento con miembros de las fuerzas de 
seguridad y guardias empleados por la empresa a la 

que investigaba por tala ilegal y usurpación de tierra. El 
gobierno se embarcó rápidamente en un encubrimiento.

Si bien en Global Witness estábamos familiarizados con 
el hecho de que nuestros socios se convierten en un 
objetivo al defender su tierra y el medio ambiente, el 
asesinato de nuestro antiguo colega, Wutty, nos llevó 
a enfrentarnos a una serie de preguntas. ¿Cuál era el 
panorama global, cuáles eran las implicaciones de estos 
ataques y qué se podía hacer para prevenirlos?

En todo el mundo, los pueblos indígenas y las personas 
defensoras ambientales arriesgan sus vidas por la lucha 
contra el cambio climático y la pérdida de biodiversidad. 
Las y los activistas, así como las comunidades, juegan 
un papel crucial en la primera línea de defensa contra el 
colapso ecológico, además de ser líderes en la campaña 
para prevenirlo. Este informe tiene como objetivo 
compartir reflexiones sobre cómo pensamos ahora estas 
preguntas, diez años después de la muerte de Wutty. 
Además, el objetivo es convocar urgentemente a los 
esfuerzos globales para proteger y reducir los ataques 
contra las personas defensoras.
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Kenia 
Ella era una mujer normal, pero su legado hará brillar una luz

Joannah tenía savia de árbol corriendo por sus venas. Era 
amante de los árboles, practicante de la permacultura, 
ecologista y conservacionista de pleno derecho, mamá 
y madre de la tierra. Tenía una pasión ardiente e 
inquebrantable por el planeta. Estaba maravillosamente 
loca. Era una mujer llena de vida y alegría de vivir. La 
mataron a tiros cuando regresaba a su casa en las afueras 
de Nairobi, Kenia, en julio de 2021.

Durante muchos años, Joannah se había pronunciado 
con pasión y determinación contra los usurpadores 
de tierra y los desarrolladores privados que habían 
comenzado a destruir el bosque de Kiambu, cerca de 
donde ella vivía. Llegó a los titulares en 2018 cuando 
sin ningún tipo de ayuda se enfrentó a quienes talaban 
árboles. Meses antes de que la mataran, había ganado 
legítimamente un caso judicial contra un desarrollador 
que quería construir en la tierra boscosa.

El día del incidente, detuvo su automóvil para despejar 
las ramas que habían sido colocadas a propósito para 
bloquear su entrada. Los vecinos la encontraron muerta 
con el motor de su auto aún en marcha. Rezo para que no 
lo viera venir y que no sufriera, pero todo indica que esta 
mujer extraordinaria fue el objetivo de un asesinato.

También sabemos que estaba recibiendo múltiples 
amenazas de muerte. En una ocasión, recuerdo que me 
dijo que unos desconocidos la habían visitado para decirle 
que la matarían si continuaba desbaratando sus planes de 
construir un camino de acceso a través del bosque. A pesar 
de esto, no recibió ninguna protección policial. Pero eso 
no la detuvo. Siguió luchando por lo que creía. Por lo que 
todos deberíamos creer. Hasta el día de hoy, su valentía y 
determinación es lo que brilla a través de toda la tristeza.

A menudo me pregunto con desesperación: ¿a cuántos 
ecologistas más que protegen nuestro planeta se les 
va a quitar la fuerza vital antes de que los gobiernos 

empiecen a prestar atención y se pongan por fin al lado 
de estos valientes pioneros? Se necesita legislación y 
su cumplimiento a nivel mundial para responsabilizar a 
las corporaciones codiciosas, las autoridades corruptas, 
los acaparadores de tierra irreflexivos y aquellos cuya 
existencia misma es impulsada por el dinero sangriento 
indiscriminado.

Joannah era un alma excepcional: una mujer ruidosa, 
maravillosa y problemática con la misión de proteger el 
mundo de innumerables formas. Pero también era una 
persona común y corriente, como tú y como yo. No tenía 
otra agenda más que la de vivir de manera sostenible, 
compartir sus conocimientos, cuidar los bosques a nivel 
local y preocuparse por la crisis climática existencial. 
Y amaba al máximo a la Madre Naturaleza. Siempre 
lamentaremos lo que nosotros y el mundo hemos perdido.

Recomendaciones 

El gobierno de Kenia debería:

 > Garantizar que los responsables del asesinato de 
Joannah Stutchbury comparezcan ante la justicia.

 > Reconocer los derechos de los pueblos indígenas y las 
comunidades locales de plantación de árboles como una 
forma crítica y eficaz de proteger los bosques, incluido el 
bosque de Kiambu.

 > Proteger a las personas defensoras de la tierra y del 
medio ambiente garantizando una protección normativa 
eficaz y sólida del medio ambiente, los derechos sobre la 
tierra, los derechos de los pueblos indígenas, los medios 
de vida y las culturas, incluido el consentimiento libre, 
previo e informado.

 > Retirar el Proyecto de Ley de Enmienda propuesto 
a la Ley de Conservación y Gestión Forestal de 2016. 
La enmienda propuesta debilitaría los mecanismos de 
gobernanza de los bosques públicos de Kenia, abriría vías 
para el acaparamiento de tierras forestales públicas y 
conduciría a la pérdida de bosques.

 > Junto con las discusiones con los pueblos indígenas 
y las comunidades de plantadores de árboles, crear 
un panel asesor que incluya científicos del clima, 
meteorólogos y ONG ambientales. Todos pueden 
contribuir con su experiencia y compartir datos sobre lo 
que se avecina, a medida que se crea el plan para mitigar 
el caos climático y el calentamiento global.

TRACEY WEST, Directora Ejecutiva de WORD FOREST 

La activista ambiental Joannah Stutchbury intenta defender de 
un desarrollador el bosque de Kiambu en Nairobi, Kenia. JOANNAH 
STUTCHBURY/Facebook page 
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Un análisis global – 2021

México
54

 

Colombia
33

 

Filipinas
19

Nicaragua
15

 

India
14

República 
Democrática 
del Congo
8

Honduras
8

Perú
7

Guatemala
4

 Venezuela
4

 

Ecuador
3

 

Kenia 1 

Chile
1

 Argentina

1

Bolivia 1 
Gabón1 

Brasil
26

Número de asesinatos documentados por sector

Conflictos por la tierra, en los que el sector no pudo ser confirmado*
143

Minería e industrias extractivas 
27

Energía hidroeléctrica 
13

Agroindustria
5

Explotación 
forestal
4

Carreteras e 
infraestructura
4

Pesca 2 Otro 1 Caza ilegal 1

Un total de 200 personas defensoras de la tierra y del medio 
ambiente fueron asesinadas en 2021
Número total de asesinatos documentados por país

 *La mayoría de estos casos están relacionados con conflictos por la tierra, incluidos los vinculados con cultivos ilegales y cambios en la tenencia 
de la tierra. La tierra es un factor clave de los ataques contra personas defensoras. Sin embargo, en muchos casos, no se informa sobre los motivos 
económicos detrás de la violencia relacionada con la tierra.
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Principales hallazgos – 2021

Global Witness registró que 200 personas defensoras de 
la tierra y del medio ambiente fueron asesinadas en 2021, 
lo que representa un promedio de casi cuatro personas 
por semana. Estos ataques letales continúan ocurriendo 
en el contexto de una gama más amplia de amenazas 
contra las personas defensoras que están siendo atacadas 
por gobiernos, empresas y otros actores no estatales 
con violencia, intimidación, campañas de difamación 
y criminalización. Esto está sucediendo en todas las 
regiones del mundo y en casi todos los sectores.1

México es el país con el mayor número de asesinatos 
registrado, con personas defensoras asesinadas cada 
mes, con un total de 54 asesinatos en 2021, frente a los 30 
asesinatos registrados el año anterior. Más del 40% de las 
personas asesinadas eran indígenas y más de un tercio del 
total fueron desapariciones forzadas, incluidos al menos 
ocho miembros de la comunidad Yaqui.

Mientras que Brasil e India tuvieron un aumento en los 
ataques letales de 20 a 26 y de 4 a 14 respectivamente, 
tanto Colombia como Filipinas registraron una caída en 
los asesinatos en 2021, pasando de 65 a 33 y de 30 a 19 
respectivamente. Sin embargo, en general, siguen siendo 
dos de los países con el mayor número de asesinatos en el 
mundo desde 2012.

Más de tres cuartas partes de los ataques registrados 
ocurrieron en América Latina. En Brasil, Perú y Venezuela, 
el 78 % de los ataques se produjeron en la Amazonía.

Global Witness documentó 10 asesinatos en África. 
La República Democrática del Congo siguió siendo 
el país con el mayor número de ataques, con ocho 
personas defensoras asesinadas en 2021. Los ocho 
asesinatos ocurrieron en el Parque Nacional Virunga, 
que sigue siendo extremadamente peligroso para los 
guardaparques que lo protegen. La verificación de casos 
en todo el continente todavía es difícil y es posible que 
muchos casos no se notifiquen.

Considerando los casos en los que se pudo identificar 
un sector, poco más de una cuarta parte de los 
ataques letales se relacionaron con la explotación 
de recursos (madera, minería y agronegocios 
a gran escala) y represas hidroeléctricas y otras 
infraestructuras. Sin embargo, es probable que esta 
cifra sea mayor, ya que las razones detrás de los ataques 
a las personas defensoras de la tierra y del medio 
ambiente a menudo no se investigan ni se informan 
adecuadamente. En la mayoría de los casos en los 
que no se pudo identificar un sector, se descubrió que 
los conflictos por la tierra eran un factor clave de los 

Durante una manifestación en Perú, una monja sostiene una foto de Herasmo García Grau. Herasmo fue secuestrado y asesinado por personas 
vinculadas al narcotráfico y la tala ilegal. Carlos Garcia Granthon/Fotoholica Press/LightRocket via Getty Images
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ataques contra las y los defensores. Sin embargo, 
en muchos casos no se denuncian los motivos 
económicos detrás de la violencia relacionada con la 
tierra. La minería fue el sector vinculado a la mayor 
cantidad de asesinatos con 27 casos, con la mayoría 
de los ataques en México (15), seguido de Filipinas (6), 
Venezuela (4), Nicaragua (1) y Ecuador (1).

En 2021, la cantidad desproporcionada de ataques 
contra pueblos indígenas continuó una vez más, con 
más del 40 % de todos los ataques fatales dirigidos a 
pueblos indígenas, a pesar de que solo representan 
el 5 % de la población mundial. Estos casos fueron 
documentados predominantemente en México, 
Colombia, Nicaragua, Perú y Filipinas.

Global Witness registró 12 asesinatos en masa, 
incluidos tres en India y cuatro en México. En Nicaragua, 
grupos criminales masacraron a 15 personas indígenas 
y defensoras del derecho a la tierra como parte de la 
violencia sistemática y generalizada contra los pueblos 
indígenas Miskitu y Mayangna.2

Cincuenta de las víctimas asesinadas en 2021 
eran pequeños agricultores, evidenciando cómo 
la implacable mercantilización y privatización de la 
tierra para la agricultura industrial pone cada vez más 
en riesgo a los pequeños agricultores, a medida que 
las transacciones de tierras ignoran los derechos de 
tenencia locales. La agricultura familiar a pequeña 
escala, de la que todavía depende la mayoría de los 
pobres de las zonas rurales del mundo, se ve amenazada 
por las plantaciones a gran escala, la agricultura 
orientada a la exportación y la producción de productos 
básicos en lugar de alimentos.

Alrededor de 1 de cada 10 de las personas defensoras 
asesinadas registradas en 2021 eran mujeres, casi dos 
tercios de las cuales eran indígenas.

La violencia de género arraigada en la misoginia y las 
normas de género discriminatorias se utiliza de manera 
desproporcionada contra las defensoras de derechos 
humanos y ambientales para controlarlas y silenciarlas, 
y suprimir su poder y autoridad como lideresas. 

Acuerdo de Escazú 
El 22 de abril de 2021 entró en vigor el “Acuerdo 
Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en 
Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe”, 
también conocido como el Acuerdo de Escazú.3 Es 
el primer tratado regional ambiental y de derechos 
humanos en América Latina y el Caribe, y el primer 
instrumento legalmente vinculante en el mundo que 
incluye disposiciones sobre personas defensoras 
ambientales. El Acuerdo de Escazú garantiza el derecho 
a acceder a la información ambiental y participar en la 
toma de decisiones ambientales. Lo más significativo 
es que también requiere a los Estados que prevengan e 
investiguen los ataques contra las personas defensoras 
ambientales.4 Al momento de redactar este informe, 
países clave que representan una amenaza para las 
personas defensoras, como Brasil y Colombia, aún 
no han ratificado el Acuerdo de Escazú, mientras que 
otros, como México, que lo ha ratificado, aún no lo han 
implementado de manera efectiva.5

Guardias del Parque Nacional de Virunga vigilan el territorio de Rutshuru, al norte de Goma, en el este de la República Democrática del Congo,  
el 1 de abril de 2022. Ocho guardaparques de Virunga fueron asesinados en 2021. ALEXIS HUGUET/AFP via Getty Images

El presidente de la Asociación de Agricultores de Compostela, Noli 
Villanueva, se esconde tras el asesinato de cinco de sus compañeros a 
manos de hombres armados no identificados tras manifestarse contra  
la entrada de la minería AgPet en la ciudad de Compostela. Global Witness
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México, Colombia y Brasil representan
más de la mitad de los ataques de 2021 

Por tercer año consecutivo, Global Witness documentó un 
aumento en los ataques letales en México: 54 personas 
defensoras fueron asesinadas en 2021, casi la mitad de 
ellas indígenas. Los conflictos por la tierra y la minería 
estuvieron vinculados a dos tercios de los ataques 
letales. Alrededor de dos tercios de los asesinatos se 
concentraron en los estados de Oaxaca y Sonora, ambos 
con importantes inversiones mineras.

En los últimos diez años, el país se ha convertido 
rápidamente en uno de los lugares más peligrosos 
para las personas defensoras de la tierra y del medio 
ambiente, con 154 casos documentados durante este 
período. La mayoría de los asesinatos (131) ocurrieron 
solo entre 2017 y 2021.

Las desapariciones forzadas son frecuentes: Global 
Witness registró 19 en 2021. Las llevan a cabo 
funcionarios estatales corruptos y grupos delictivos 
organizados, y tienen un efecto escalofriante en las 
familias y las comunidades.6 En septiembre de 2021, 
las autoridades descubrieron seis conjuntos de restos 
humanos cerca del territorio Yaqui en el sur de Sonora, 
México, y se presume que se trataría de algunos de los 
diez hombres desparecidos en julio. Luego de múltiples 
desapariciones y asesinatos en la comunidad Yaqui el año 
pasado, los funcionarios declararon que creían que los 
responsables eran los cárteles de la droga. Sin embargo, 
algunas personas de la comunidad sospechan también 

del gobierno y las corporaciones interesadas en la tierra  
y los recursos Yaquis.7

Los territorios indígenas son altamente vulnerables 
ante la prolífica cantidad de proyectos extractivos a 
gran escala promovidos por empresas nacionales y 
extranjeras, respaldados por el gobierno mexicano. La 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
expresado su preocupación por la falta de consultas 
adecuadas con las comunidades potencialmente 
afectadas y los ataques posteriores a quienes se oponen 
a los proyectos emblemáticos. La Comisión ha advertido 
la criminalización y las campañas de desprestigio como 
amenazas perjudiciales contra las personas defensoras 
de la tierra y del medio ambiente en México.8

La impunidad sigue siendo generalizada, más del 94 % de 
los delitos no se denuncian y solo se resuelve el 0,9 %.9 La 
ambientalista mexicana Irma Galindo Barrios desapareció 
en octubre de 2021. Desde 2018, enfrentaba intimidaciones 
por parte de funcionarios públicos, así como hostigamiento, 
persecución, campañas de difamación y amenazas de 
muerte por su defensa de los bosques. Esta defensa incluyó 
la presentación de una denuncia formal ante el Ministerio de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales.10

Si bien México ratificó el Acuerdo de Escazú en enero 
de 2021, el cual entró en vigencia en abril, existe poca 
capacidad o presupuesto estatal para apoyar a las 
personas defensoras, disminuyendo la probabilidad de 
que las personas y las comunidades obtengan acceso a 
la justicia y reparación.11 El Centro Mexicano de Derecho 
Ambiental (CEMDA) ha expresado su preocupación 
por la multiplicidad de factores que intervienen en 
este contexto de impunidad, entre ellos la falta de 
cumplimiento de los estándares de derechos humanos en 
la investigación de delitos contra personas defensoras.12

El 2021 fue otro año dramático en Colombia, que 
continúa registrando una de las cifras más altas 
de asesinatos en el mundo. Al menos 33 personas 
defensoras de la tierra y del medio ambiente fueron 
asesinadas allí el año pasado. El 2021 también marcó 
el quinto aniversario del Acuerdo de Paz, que puso fin 
a más de 50 años de conflicto con las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia.13 Las disputas por la tierra 
son una fuerza impulsora detrás de los asesinatos de 
personas defensoras de la tierra y del medio ambiente. 

Yuli Velázquez, representante legal de la organización ecologista 
FEDEPESAN, mira fotos de defensores locales asesinados. 
Barrancabermeja, Colombia, 21 de julio de 2022.  
Negrita Films / Global Witness
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El acuerdo reconoce la necesidad de abordar asuntos 
como el desplazamiento forzado de la tierra, la tenencia 
desigual de la tierra y la sustitución de cultivos ilegales 
por cultivos legales alternativos. Sin embargo, hasta la 
fecha, la implementación del Acuerdo de Paz no ha sido 
suficiente: la paz sigue siendo una perspectiva lejana para 
muchos y muchas colombianas. Las consecuencias de la 
violencia actual las sienten particularmente los grupos 
más vulnerables, incluidos los pequeños agricultores y 
los pueblos indígenas.

Sandra Liliana Peña era la respetada gobernadora de una 
comunidad y territorio indígena Nasa en el departamento 
del Cauca, una de las zonas más sangrientas de 
Colombia. Se había opuesto abiertamente al crecimiento 
de cultivos ilegales y, como resultado, había sido objeto 
de múltiples amenazas. En abril de 2021, cuando se 
preparaba para viajar a la ciudad de Popayán para 
reunirse con funcionarios del gobierno local, cuatro 
hombres armados la obligaron a salir de su casa y la 
mataron a tiros.14

Ángel Miro Cartagena era un pequeño agricultor con 
un gran sueño: quería ser parte de la transformación 
de la tierra en el Departamento de Antioquia. Estaba 
contribuyendo activamente a un programa de desarrollo 
destinado a producir café de alta calidad.15 Las milicias 
locales están tratando de tomar el control de la tierra en 
esta zona a toda costa.16 Desapareció en junio de 2021 y 
fue encontrado muerto en un río. Su cuerpo presentaba 
signos de tortura.17

Brasil registró un aumento en los ataques letales 
reportados con respecto al año anterior, poniendo de 
manifiesto las amenazas más amplias que enfrentan las 
personas defensoras de la tierra y del medio ambiente, 
particularmente bajo el gobierno del presidente 
Bolsonaro.

Brasil: “La retórica incendiaria, el 
rechazo a la sostenibilidad y la falta 
de enjuiciamiento han encendido 
otra epidemia, una de intimidación, 
ataques y asesinatos de personas 
defensoras de derechos humanos”.18 

Baskut Tuncak, relator especial de la ONU 
sobre residuos tóxicos

En enero de 2021, Fernando Araújo, trabajador rural sin 
tierra y defensor del derecho a la tierra del Movimento 
Sem Terra, fue asesinado en su casa de la Hacienda 
Santa Lúcia en Pau D’Arco, estado de Pará. Es una de las 
regiones más peligrosas para las personas defensoras de 
derechos humanos en Brasil. Fernando había sido testigo y 
sobreviviente de la mayor masacre de trabajadores rurales 
en Brasil desde 1996, la masacre de Pau D’Arco de 2017, que 
resultó en la muerte de diez trabajadores rurales a manos de 
la policía en la Hacienda Santa Lúcia. Fue un testigo clave en 
el caso penal sobre esta masacre. Hasta el momento, nadie 
ha sido acusado ni arrestado por el asesinato de Fernando.19

Al mes siguiente, Isaac Tembé, líder del pueblo 
Tenetehara, fue asesinado mientras cazaba con amigos. El 
joven líder indígena recibió un disparo a quemarropa en 
el pecho, en su propia tierra, por un miembro de la policía 
militar de Brasil. Según el pueblo Tembé-Theneteraha, la 
policía militar del país actúa como una milicia privada, 
defendiendo los intereses de los agricultores y ganaderos 
que están ocupando ilegalmente áreas del Territorio 
Indígena Tembé. Este caso ilustra la falta de límites claros 
entre la agroindustria brasileña y el terror patrocinado 
por el Estado en las tierras indígenas, que ha empeorado 
significativamente bajo el régimen de Bolsonaro.20

Fernando dos Santos Araújo camina por el sitio donde la policía mató a su novio, Fernando Araújo, en enero de 2021, y a sus amigos en la 
masacre de Pau D'Arco en 2017. Spenser Heaps



14

India  
Un largo viaje hacia la justicia

M. Karthi, un ferviente defensor de la justicia social, le 
dijo a su madre alrededor de las 10 a. m. del 22 de mayo 
de 2018 que ese mismo día se uniría a una protesta en 
las calles de la cercana ciudad de Thoothukudi, en el 
estado de Tamil Nadu, en el sur de la India. Al subirse 
a su motocicleta, se le unieron su hermano, los amigos 
Marimuthu y Murugesan, el hijo de un conocido, John, y 
unas 15 personas más. Nunca volvió a casa.21 

M. Karthi murió junto con otras 10 personas en actos de 
violencia instigados por la policía estatal en Thoothukudi, 
que también dejó un saldo de más de 100 personas 
heridas. La gente se había reunido en la oficina del 
distrito local para conmemorar el centésimo día de 
manifestaciones pacíficas contra la planta de fundición de 
cobre, Sterlite Copper, propiedad de Vedanta Limited. Las 
y los residentes querían que se cerrara la planta debido a 
preocupaciones sobre la contaminación del aire y el agua. 
La planta de cobre, que ya es la segunda más grande de la 
India, se estaba preparando para duplicar su expansión.22

Los relatos de testigos oculares, las imágenes y los videos 
captados por la cámara y los informes de los medios 
plantean varias preguntas inquietantes sobre el modus 
operandi de la administración del distrito y la policía. 
Se presume que atacaron a las y los manifestantes, 
disparando munición real contra la multitud.23 A pesar de 
la normativa de la policía india sobre el uso de la fuerza 
para sofocar las protestas, los relatos de los testigos 
hablan de francotiradores de la policía que disparaban 

directamente contra los manifestantes.24 El gobierno 
afirmó que los disparos fueron en respuesta a que los 
manifestantes recurrieron a la violencia. En los días 
siguientes cuatro personas más perdieron la vida.25

Luego de la protesta, el gobierno impuso el bloqueo 
de internet hasta el 25 de mayo, lo que limitó el flujo 
de información proveniente de Thoothukudi. También 
impuso la Sección 144 en el área, una ley de la era 
colonial que restringía la reunión pública de cuatro o más 
personas, hasta el 27 de mayo.26

Después de cuatro años y varias investigaciones sobre los 
asesinatos, ni el Estado ni la empresa han sido declarados 
culpables. Lo que es peor, las organizaciones de sociedad 
civil y las y los activistas que abogan por justicia se han 
enfrentado desde entonces a una miríada de abusos 
contra los derechos humanos, incluida la criminalización, 
la vigilancia, la prevención de su derecho de reunión, las 
amenazas y la violencia.27

Esta no es la primera vez que Vedanta se ve envuelta en 
una controversia en la India. Ha habido innumerables 
problemas relacionados con sus operaciones en todo 
el país, incluso en el estado oriental de Odisha. Los 
lugareños se unieron para evitar que Vedanta abriera 
una mina de bauxita que habría arrasado una montaña 
que consideran sagrada y provocado la deforestación. El 
caso recorrió los tribunales durante más de una década. 
Finalmente, la Corte Suprema falló en contra de Vedanta 
en 2016 y la empresa tuvo que abandonar el proyecto.28 

Manifestantes indios protestando contra los asesinatos de 
manifestantes en la masacre de Thoothukudi, que tuvo lugar en 
Chennai el 24 de mayo de 2018. ARUN SANKAR/AFP via Getty Images

La activista ambiental Fatima Babu en su casa en Thoothukudi, India. 
Durante décadas, Babu ha liderado una campaña contra la planta de 
fundición de cobre Sterlite, una subsidiaria de Vedanta, por supuesta 
contaminación. Alina Tiphagne/Global Witness
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La masacre de Thoothukudi es emblemática de los 
acuciantes problemas de seguridad y represalias que 
enfrentan las personas defensoras de derechos humanos  
en la India. Según los informes, en 2021, India registró el 
mayor número de ataques contra personas defensoras 
de derechos humanos, lo que representa alrededor del 
20 % de los ataques en la región de Asia y el Pacífico.29 
Muchas personas defensoras, incluidas mujeres indígenas 
que buscan justicia, son encarceladas y etiquetadas 
como terroristas debido a su trabajo en temas de 
derechos humanos. Las leyes en la India se utilizan 
habitualmente para atacar a las personas defensoras de 
derechos humanos: por ejemplo, la Ley (Regulación) de 
Contribuciones Extranjeras de 2010 se ha implementado 
para bloquear fondos que resultan muy necesarios, congelar 
cuentas bancarias y someter a las ONG a investigaciones, 
creando un efecto paralizador en la sociedad civil. 
Necesitamos una acción urgente de los gobiernos 
extranjeros y otros miembros de la comunidad internacional 
para que el gobierno indio rinda cuentas por el trato que da 
a las personas defensoras de derechos humanos.30

Recomendaciones:

 > El gobierno de Tamil Nadu debe publicar de inmediato 
el informe de la Comisión de Investigación del juez 
Aruna Jagadeesan sobre la masacre de Thoothukudi, 
junto con su Informe sobre Medidas Adoptadas (ATR, 
por sus siglas en inglés), y proponer un debate sobre las 

recomendaciones propuestas en el informe presentado a 
la Asamblea Legislativa de Tamil Nadu. Esto debe incluir 
la suspensión de todos los funcionarios implicados, 
incluidos el Recaudador del Distrito y los agentes de 
policía, y el inicio de procedimientos penales.

 > La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos de la ONU (OACNUDH) 
debe iniciar procedimientos especiales para evaluar 
el cumplimiento por parte de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos de la India (NHRC, por sus siglas en 
inglés) de los estándares internacionales establecidos 
por los Principios de París. Esto basado en: 1) La falta de 
transparencia; 2) El hecho de que la denuncia sobre la 
masacre de Thoothukudi se cerrara cinco meses después 
de que ocurrieran los brutales asesinatos policiales 
contra un total de 16 manifestantes y se ejerciera una 
violencia excesiva sobre otros 200; y 3) La negativa de 
la NHRC a reabrir el asunto a pesar de la decisión del 
Tribunal Superior de Madras de considerarlo.

 > El gobierno de la India, así como otros gobiernos, los 
relatores especiales de la ONU, las ONG internacionales, 
las ONG regionales y las personas defensoras de derechos 
humanos dentro de la comunidad global, deben respaldar 
al pueblo de Thoothukudi y garantizar que se haga justicia 
para las víctimas de la masacre de Thoothukudi.

ALERTA PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS 
HUMANOS – INDIA

Una fotografía de Snowlin, de 17 años, marchando el día de la manifestación. La imagen se  exhibe en su casa en Thoothukudi, India. Snowlin 
fue asesinado durante una protesta contra la planta de fundición de cobre Sterlite. Alina Tiphagne/Global Witness
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Una década de asesinatos 
a nivel mundial

Global Witness comenzó a informar sobre los asesinatos 
de personas defensoras de la tierra y del medio ambiente 
en 2012.31 Desde entonces, 1733 personas defensoras 
han sido asesinadas tratando de proteger sus tierras y 
recursos: esto significa un promedio de una persona 
defensora asesinada aproximadamente cada dos días 
durante diez años.

Como hemos dicho en cada uno de nuestros informes 
a lo largo de los años, nuestros datos sobre asesinatos 
representan solo la punta del iceberg. Esto se debe a que 
los conflictos, las restricciones a la libertad de prensa y la 
sociedad civil, y la falta de un seguimiento independiente 
de los ataques a las personas defensoras pueden dar 
lugar a que no se denuncien.32

Sabemos que, más allá de los asesinatos, muchas 
personas defensoras y comunidades también están 
siendo silenciadas a través de la utilización de tácticas 
como amenazas de muerte, vigilancia, violencia sexual 
o criminalización. Estos tipos de ataques son aún 
menos denunciados.

Estos desafíos en el registro, junto con el requisito 
de cumplir con estrictos criterios de verificación 
para acreditar los asesinatos, hacen que nuestras 
cifras sean, casi con certeza, una subestimación. 
Puede encontrar más información sobre nuestros 
criterios y metodología de verificación en la sección 
“Metodología”.

Proporción de  
pueblos indígenas: 

39%
Proporción de mujeres 

defensoras: 

11%
Proporción de asesinatos 

en América Latina: 

68%

Los miembros de la red ambiental filipina Kalikasan se unen a las protestas en julio de 2022 para exigir que el recién elegido presidente Marcos 
Jnr tome medidas para favorecer la justicia climática y proteger a las personas defensoras. Dennese Victoria
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Una década de asesinatos de personas defensoras
1733 personas defensoras de la tierra y del medio ambiente fueron asesinadas entre 2012 y 2021

Por país:

Berta Cáceres, defensora ambiental indígena asesinada en 2016 por defender su tierra ancestral de una represa hidroeléctrica dañina en 
Honduras. Puede verse su foto siendo proyectada frente al edificio donde se llevó a cabo la COP26. Global Witness

Brasil
342

 México
154

Honduras
117

 

Colombia
322

 

Filipinas
270

 

Guatemala
80

 India
79

República 
Democrática 
del Congo
70

Nicaragua
57

 

Peru
51

 

Venezuela
17

 Indonesia
14

 Paraguay
13

 Tailandia
13

 

Camboya10 

Irán 9

Myanmar 8 

Kenia
6

 

Argentina 7 
Bangladesh 7 
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Más de la mitad de los ataques en la 
última década se produjeron en Brasil,
Colombia y Filipinas 

Brasil ha sido el país con más asesinatos desde que Global 
Witness comenzó a informar sobre personas defensoras. 
En conjunto, es el país con el mayor número de asesinatos 
documentados desde 2012, con 342 ataques letales en 
total. Alrededor de un tercio de los asesinatos fueron contra 
personas indígenas o afrodescendientes, y más del 85 % de 
los asesinatos ocurrieron en la Amazonía brasileña.

El alto número de casos en Brasil se debe en parte a una 
mayor concientización y un mejor seguimiento de este 
problema por parte de la sociedad civil en comparación 
con otras partes del mundo. El conflicto por el derecho 
a la tierra y los bosques es el principal impulsor de los 
asesinatos de personas defensoras en Brasil, siendo la 
selva amazónica la frontera de la lucha por los derechos 
indígenas y ambientales. Los pueblos indígenas tienen un 
papel importante que desempeñar como guardianes de 
la selva amazónica, en la prevención de las emisiones que 
provienen de la deforestación y la degradación forestal, y 
en ayudar a frenar la crisis climática.33

La Amazonía se ha convertido en un escenario de 
creciente violencia e impunidad. Con poderosos intereses 

agrícolas concentrados en la economía exportadora 
brasileña34, es el escenario de una batalla por la tierra y 
los recursos que se ha intensificado tras la elección del 
presidente de extrema derecha de Brasil, Jair Bolsonaro, 
en 2018.35 Desde que el actual presidente llegó al poder, 
ha alentado la tala y la minería ilegal, ha anulado la 
protección de los derechos territoriales indígenas y ha 
atacado a los grupos conservacionistas. Al mismo tiempo, 
ha desmantelado y recortado los presupuestos y recursos 
de las agencias de protección forestal e indígena.36 
Esto ha llevado a que bandas criminales invadan 
impunemente las áreas indígenas y de conservación. 

El hecho de que el Estado no defienda a las personas 
defensoras de la tierra y del medio ambiente, incluso 
dando luz verde a la extracción ilegal de recursos, ha 
llevado a algunos a sugerir que el gobierno de Brasil ha 
sido capturado por intereses criminales.37

Los asesinatos de alto perfil del periodista británico 
Dom Philipps y del experto indígena Bruno Pereira en 
Valle de Javarí en la Amazonía brasileña, un territorio 
aprovechado por el narcotráfico y otras organizaciones 

Un manifestante indígena habla con los asistentes durante una protesta exigiéndole justicia al gobierno por el asesinato de Dom Phillips  
y Bruno Pereira el 23 de junio de 2022 en Brasilia, Brasil. Andressa Anholete/Getty Images


